


Ministerio de Justicia, están tratando de llevar esta 
figura a otros municipios como San Gil, Curití, 
Socorro y San Vicente de Chucurí. Los conciliadores 
cuentan que es importante llevar este proceso a otros 
municipios que pese a estar cerca a Piedecuesta, 
todavía no cuentan aún con conciliadores. Son 
los casos de Santa Bárbara, Cepitá, Aratoca, Los 
Santos y Guaca.

Las personas que se han beneficiado con la 
conciliación agradecen que les hayan ayudado a 
resolver sus conflictos o problemas. “Ellos me han 
ayudado a buscar una conciliación amable, sin 
acudir a instancias judiciales”, contó Nepo Barajas, 
quien tuvo una diferencia con una inquilina que le 
debía varios meses de arriendo. “Estamos buscando 
una solución a ese problema. La conciliación me ha 
parecido una labor buena”, reiteró Barajas.

Miguel Cuéllar ejerce la labor de conciliador en equidad desde el año 2000. Foto: Edward Grimaldos.

Elecciones de jueces de paz
El 23 de noviembre en Piedecuesta se 
elegirán los jueces de paz, personas 
que también ayudan en la resolución 
de conflictos y que están amparados 

por la Ley 497 de 1999. Quienes 
estén interesados en postularse a este 
cargo, de carácter voluntario pero que 

requiere de un alto sentido social, 
pueden inscribirse ante la Personería 

Municipal de Piedecuesta.  
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Violencia en Santander

Las hijas del sol
Las mujeres de la Organización Femenina Popular de Barrancabermeja 
le ponen la cara a la vida y a los violentos. Esta organización social 
defiende la paz y los derechos humanos de las mujeres. 

Celebración del aniversario 42 de la Organización Femenina Popular. Aquí las mujeres haciendo la entrega de la antorcha Luz de la Vida. Foto cortesía OFP.

Por:
Laura Espinosa | laura.espinosa.2013@upb.edu.co 
Melba Marín | melba.marin.2013@upb.edu.co

A 101 kilómetros de distancia de Bucaramanga 
está el puerto petrolero más importante del país. 

En esta tierra donde la temperatura supera los 40 grados 
centígrados un grupo de mujeres desde hace 42 años 
defiende los derechos humanos y promueve la paz no 
solo en este municipio sino en una de las regiones más 
conflictivas del país.

Se trata de la Organización Femenina Popular 
(OFP), que trabaja en el Bajo Magdalena Medio, que 
comprende los municipios que están sobre la ribera del 
río Magdalena en Santander, Bolívar y Antioquia, pues es 
en estas regiones donde el conflicto armado ha arreciado 
durante las últimas tres décadas por presencia de actores 
armados ilegales y el negocio del narcotráfico. 

Según datos de la Unidad de Víctimas, el organismo 
creado por la Ley de Víctimas de 2011 para reparar 
a las personas que fueron afectadas por el conflicto 
armado, Barrancabermeja es el municipio con más 
desplazados del departamento. Desde 1985 a la 
fecha, por lo menos 125 mil personas tuvieron que salir 
huyendo por culpa de la guerra. El puerto petrolero ha 
sido azotado desde finales de los 80 a la fecha, primero 
por la guerrilla, luego por paramilitares y de forma más 
reciente, por las llamadas bandas criminales.

En medio de este conflicto, la OFP ha 
visibilizado la violencia contra mujeres de la región. 
En Barrancabermeja, ellas han sido testigos de 
abusos sexuales, torturas, atentados, amenazas y 
desapariciones forzadas que han dejado por lo menos 
39 mil víctimas durante los últimos treinta años, según 
datos oficiales (ver tabla 1).
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Tabla 1

Víctimas en Barrancabermeja entre 1985 y 2014

Asesinatos 30.695

Desapariciones  4.500

Amenazas 2.981

Atentados 906

Abuso sexual 148

Total 39.230

Fuente: Unidad Nacional de Víctimas

Varios integrantes de esta organización social 
han sido asesinados por su labor de denuncia sobre 
el conflicto armado en la zona. Tras denunciar la 
presencia de grupos paramilitares en el puerto, 
Diofanol Sierra, Esperanza Amarís y Yamile Agudelo, 
tres líderes reconocidos en la región, fueron asesinados 
entre 2002 y 2006. Pese a estos crímenes, la OFP 
siguió con su trabajo de reconstrucción de memoria y 
denuncia también sobre los delitos de género.

En la zona del Magdalena Medio, la Organización 
ha documentado casos de violencia física, 
psicológica, sexual, económica y sociopolítica contra 
las mujeres. El Observatorio de las Violencias y la 
Discriminación contra las Mujeres registró 81 casos 
en Barrancabermeja y otros 95 en otros municipios, 
siendo Cantagallo en el sur de Bolívar; Yondó en 
Antioquia, y Sabana de Torres y Girón, en Santander, 
los más críticos. (ver tabla 2).

Tabla 2

Casos de violencia de género en 2013

Municipios Casos registrados

Barrancabermeja (Santander) 81

Cantagallo (Bolívar) 30

Girón (Santander) 11

Puerto Wilches (Santander) 27

Sabana se Torres (Santander) 29

San Pablo (Bolívar) 25

Yondó (Antioquia) 29

Total 232

Ficha técnica

Total mujeres encuestadas 232

Año de recolección de datos 2013

Población seleccionada Tejido de base social OFP

Edades de las encuestadas 14 años o más

Estratos socioeconómicos 1 y 2

Fuente: Observatorio de las violencias y la discriminación contra las mujeres en el 
Magdalena Medio. Observatorio La Mohana Boletín  7	

Gloria Amparo Suárez, representante legal de 
la OFP, explica que la organización además de 
documentar el conflicto y la violencia, acompaña a 
varias víctimas con programas como Que el amor no 
nos mate para que conozcan sus derechos o Soyolín, 
un proyecto productivo que consiste en la elaboración 
de panes a base de soya para tener algún ingreso 
económico.

Aunque la OFP ha recibido amenazas, las mujeres 
han resistido en medio del conflicto. “Hemos pasado 
por situaciones muy dolorosas, lo que queremos es 
reivindicar los derechos y con ello sanar las heridas. 
Esto genera perdón y el perdón conduce a la paz”, 
repiten en sus testimonios varias de las víctimas. Son 
las hijas del sol, aquellas que dan luces de esperanza 
a todas aquellas mujeres golpeadas por la violencia de 
este país.

La fortaleza de las mujeres
Ledys Marín, socióloga e investigadora 

sobre el conflicto en el Magdalena, explica 
que las mujeres de esta región han tenido 
que sobrellevar dos situaciones complejas. 

Además de haber perdido por culpa del 
conflicto armado a sus esposos o hijos, 

asumieron la responsabilidad de sostener 
solas sus hogares. 

Esta es la comparsa de la vida, otra de las actividades realizadas durante el aniversario 
42 de esta organización de mujeres víctimas de la violencia. Foto Cortesía OPF.
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El maltrato intrafamiliar

Otra forma de 
violencia en 
Santander
En muchos hogares del departamento hay una violencia silenciosa que, 
por miedo o por estigma, no se denuncia. Las autoridades aseguran 
que aunque las cifras de homicidios bajan, los casos de violencia 
intrafamiliar siguen en aumento. 

Violencia en Santander

Por:
Viviana Malagón | viviana.malagon@upb.edu.co

Paola Díaz* recuerda los episodios más dolorosos 
de su vida. Ocurrió hace seis años cuando su hijo 

apenas tenía tres. Una noche su esposo, en estado de 

Según datos ofi ciales, mujeres entre los 30 y 34 años son las que más sufren casos de violencia intrafamiliar en Santander. Foto dramatizada: Viviana Malagón.

embriaguez, la insultó y le pegó una cachetada después 
de que ella le reclamara por haber llegado a la madrugada 
y en esa condición. “Me dio mucho miedo verlo así, eso 
nunca había pasado. No le comenté a nadie porque 
pensé que era porque estaba borracho”, dice.
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Foto dramatizada: Viviana Malagón.

Pero no fue la única vez. Otros días hizo lo mismo 
al punto de golpearla y causarle varias heridas con 
un arma cortante. Mientras se defendía “él me 
amarró los brazos y me hizo heridas con un cuchillo 
en las muñecas”, recuerda. Por miedo, Díaz no quiso 
denunciar lo sucedido. El temor que él la agrediera, 
incluso de forma peor, la superó para contarles a las 
respectivas autoridades. En la actualidad, ella sigue 
guardando en secreto su historia.

Como Díaz, por lo menos mil santandereanos han 
sido víctimas de violencia intrafamiliar entre enero y 
junio de 2014, según datos del Instituto Nacional de 
Salud (INS). De este total, por lo menos 500 tuvieron 
que ver con maltratos verbales y abandono; 300 
con maltrato físico; 139 con violencia sexual, y 24 
con maltratos psicológicos. En el país, los casos de 
violencia en los hogares  en lo que va corrido de este 
año superan los 10 mil, revela el Instituto.

Aunque Santander no está entre la lista de 
los departamentos con más casos de violencia 
intrafamiliar como sí ocurre en Cundinamarca, 
Casanare, Meta y San Andrés, según el informe 
Forensis de 2013 del Instituto Nacional de Medicina 
Legal, durante el año pasado en Santander fueron 
registrados 3 mil 450 casos de violencia intrafamiliar. 
De estos, 2 mil 200 fueron de violencia entre pareja; 
766 fueron por violencia provocada por familiares; 
403 contra niños y jóvenes, y 69 contra adultos 
mayores. De las 3 mil 450 víctimas, por lo menos 
el 78 por ciento, es decir, 2 mil 710 fueron mujeres.

Sin embargo, el número de víctimas de violencia 
intrafamiliar puede ser mayor dado que personas 
como Paola Díaz tuvieron temor de contar sus casos. 
Pero las autoridades han invitado a los ciudadanos 
que reporten este tipo de violencia ante la Fiscalía, 
la Defensoría o la Personería. Una persona culpable 
de maltrato intrafamiliar puede recibir una pena de 
hasta ocho años de cárcel según lo establece el 
Código Penal Colombiano.

En julio de 2014 varios ciudadanos se unieron a 
la iniciativa de Corpovisionarios, que consistió en la 
fi rma de un ‘decreto pedagógico’, el compromiso de 
los habitantes de evitar el maltrato y la violencia en 
los hogares. 

*Nombres cambiados por seguridad de las víctimas
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Fundación La Ciudad del Niño 

Una apuesta por 
la infancia
Bucaramanga promueve varias estrategias para que niños que se 
encuentran en barrios vulnerables tengan acceso a sus derechos básicos. 
La Ciudad del Niño es una fundación apoyada por el municipio para 
cumplir con esta labor. 

Violencia en Santander

A pesar de la difícil situación en la que viven, los niños que hacen parte de la fundación nunca pierden su sonrisa y afrontan la vida con alegría. Foto: Mary Palacio

Por:
Mary Palacio | mary.palacio.2013@upb.edu.co
Bibiana Pardo | claudia.pardo.2013@upb.edu.co

Todas los lunes a las ocho de la mañana 
85 niños provenientes de los barrios Café 

Madrid, Kennedy, La Esperanza, La Juventud, 
Colorados, Morrorico, El Refugio, del municipio 
de Lebrija, de corregimientos y de otras zonas 
vulnerables de la capital santandereana llegan a las 
puertas de la Fundación Ciudad del Niño, en el barrio 

Bellavista sobre la carretera antigua que comunica a 
Bucaramanga con Floridablanca.

Durante toda la semana estos niños son atendidos 
por trabajadores sociales, profesoras y psicólogas para 
que encuentren en la fundación un segundo hogar. 
Estos menores, a causa de la difícil situación económica 
de sus padres, no tienen las mismas posibilidades que 
otros para acceder a una alimentación balanceada, 
educación, salud y recreación. 
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Foto: Samara Díaz

Este es solo uno de los cinco programas que 
implementa la Alcaldía de Bucaramanga por medio 
de la Secretaria de Desarrollo Social dirigida a niños 
hasta los 14 años, la mayoría de estratos uno y 
dos. Johana Rojas, coordinadora de Infancia del 
municipio, asegura que estos programas tienen como 
fin restablecer y garantizar los derechos de los niños, 
acogerlos y brindarles todo lo que a su edad necesitan 
para poder superar su difícil contexto y ser miembros 
productivos de la comunidad.

Según datos del Plan Municipal de Desarrollo de 
Bucaramanga, de los 525 mil habitantes que viven en 
la capital santandereana por lo menos 56 mil personas 
viven en situación de pobreza. Otros 6 mil sobreviven 
en medio de la extrema pobreza de acuerdo con el 
censo del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística, Dane. El antiguo Acción Social determinó 
que para el caso de Bucaramanga, de por lo menos 
43 mil desplazados por la violencia que viven en la 
ciudad, 10 mil son niños.

Esta población vulnerable es la más expuesta a 
situaciones de violencia, por lo que el trabajo de la 
Fundación La Ciudad del Niño se constituye en una 
apuesta por el bienestar de la infancia al impedir 
que estos pequeños sean susceptibles a estar 
involucrados más adelante en hechos violentos. 
Según las docentes que trabajan con los niños en 
la Fundación, una gran parte de ellos cuando recién 
llegan presentan actitudes agresivas porque en sus 
hogares fueron violentados o viven contextos donde 
hay presencia de delincuencia y drogadicción.

La Fundación ha tenido que hacerle frente a 
casos de niños que tan solo a los 14 años ya tienen 
problemas con consumo de sustancias psicoactivas. 

También con menores que en el algún momento 
fueron forzados a trabajar para ayudar con el 
sostenimiento económico de sus hogares, pero 
también casos de niños que fueron abusados. 

“Los niños que están en la fundación son 
hijos de madres cabeza de familia, víctimas del 
desplazamiento, mujeres privadas de la libertad 
y trabajadoras sexuales”, cuenta Juana Fernanda 
Castro, trabajadora social de la Fundación. Castro 
explica que gracias al proceso de educación y de 
todo el cariño y la atención que les brindan a los 
niños, dejan las actitudes agresivas y logran una 
mejor convivencia, pese a la situación difícil de sus 
hogares.

La Fundación Ciudad del Niño fue creada por 
el padre Horacio Carreño Villamizar, quien sigue al 
frente de este proceso para que estos pequeños 
reciban el mejor de los cuidados. La Fundación 
es apoyada con recursos de la Alcaldía. Los niños 
demuestran ahora ese cariño del que carecieron por 
algún tiempo. Cuando alguien los visita ellos sonríen, 
juegan, les gusta que les tomen fotos y hasta hacen 
dibujos y cartas para expresar esa emoción de que 
los tengan en cuenta y no se olviden de ellos. 

Ochenta y cinco niños de barrios 
marginales de Bucaramanga 

asisten a la Fundación Ciudad 
del Niño, para recibir orientación 
y cuidados que los ayuden a salir 

de la situación vulnerable en la 
que se encuentran.

23



En Santander

Bajó el secuestro 
pero aumentan las 
extorsiones
Aunque el departamento tenía una de las cifras más altas de 
secuestro en el país hace diez años, en la actualidad este delito casi 
que desapareció según las cifras oficiales. Sin embargo, ahora los 
ciudadanos están sometidos a otro flagelo: pagar extorsiones. 

Secuestro

En lo que va del 2014 las autoridades han registrado cuatro secuestros en Bucaramanga y su área metropolitana. Foto dramatizada Andrés García.

24



Por:
Tatiana Tirado | leidy.tirado.2013@upb.edu.co
Andrés García | andres.garcias.2013@upb.edu.co

“Estaba en la casa cuando me dijeron que 
alguien me necesitaba. Salí y me estaban 

esperando en un taxi. Luego me apuntaron a la cabeza 
con un arma”. Este es el relato de Pedro Rueda, un 
hombre de 63 años que recuerda ese 20 de agosto de 
2001 cuando cuatro personas lo secuestraron durante 
casi un mes. Días antes, uno de los secuestradores se 
hizo pasar por una persona interesada en arrendar una 
casa que Rueda tenía disponible.

Fueron 24 días de cautiverio. A Rueda se lo llevaron 
al monte, más tarde supo que a una zona remota en el 
municipio de Matanza, al nororiente del departamento. 
Durante el secuestro los delincuentes llamaron en 
varias oportunidades a la familia. Les pidieron primero 
mil millones de pesos, una suma imposible para una 
familia de clase media que vivía de una tienda de barrio 
y de un par de arriendos que habían logrado fruto de 
muchos años de trabajo. Desesperados, terminaron 
pagando una extorsión de 15 millones de pesos por 
su libertad. Los captores eran presuntamente milicias 
urbanas de la guerrilla.

Hace trece años el panorama del secuestro en 
Santander era aterrador. Según datos de la Unidad 
Nacional de Víctimas, el organismo creado en 2011 
por la Ley de Víctimas para atender a las personas 
afectadas por el conflicto, en 2001 en el departamento 
fueron secuestradas por lo menos 116 personas. Pero 
esta cifra pudo ser aún mayor debido al subregistro, 
ya que víctimas como Rueda prefirieron no denunciar 
los hechos ante las autoridades. En la actualidad, la 
Unidad ha registrado 19 secuestros en la región entre 
2010 y lo que va de 2014.

Según el Grupo Antisecuestro y Antiextorsión 
(Gaula), aunque en Santander el secuestro disminuyó 
persisten las extorsiones. Los grupos armados ilegales, 
incluyendo las bandas criminales, y la delincuencia 
común ya no acuden a llevarse a las personas para 
pedir una suma de dinero; sencillamente bajo amenaza 
logran intimidar a sus víctimas y que les paguen.

Las autoridades han identificado dos tipos de 
secuestro: el simple y el extorsivo. “El primero es 
cuando una persona retiene a otra en contra de su 
voluntad pero no tiene como fin extorsionarla o tener 
algún beneficio, y el segundo consiste en retener a 
alguien para poder exigirle alguna clase de dinero o 

bien lucrativo”, dice el mayor John Fredy Falla Varón, 
comandante del Gaula de la Policía. En Santander, el 
que más persiste es el segundo según los datos (Ver 
tabla 1).

Tabla 1.

Secuestros en Santander entre 2010 y 2014

Año Secuestro extorsivo Secuestro simple

2010 3 1

2011 9 0

2012 0 0

2013 1 1

2014 2 2

Total 15 4

Fuente: Gaula de la Policía Santander

Uno de los casos más recientes fue el ocurrido 
el 21 de junio de 2014. Ese día el Gaula de la Policía 
llegó hasta el barrio La Meseta, en el municipio 
de Girón, y evitó el secuestro del hijo del ex alcalde 
del pueblo, Jaime Fonseca. En el operativo resultó 
muerta la patrullera Érika Olivera Vega, de 21 años. 
Las autoridades determinaron en una investigación 
posterior que el secuestro fue planeado por el Ejército 
Liberación Nacional (Eln), utilizando como cómplice a 
una banda delincuencial.

Entre 1970 y 2010, en Santander 
fueron registrados 509 secuestros, 

según el informe Una verdad 
secuestrada, del Centro de Memoria 

Histórica. El departamento fue 
el sexto con más secuestros 

en Colombia, después de 
Cundinamarca, Antioquia, Valle, 

Cesar y Meta.

Aunque las autoridades afirman que casos como el 
anterior son pocos, consideran que el problema ahora 
es la extorsión. Entre 2010 y 2014, por lo menos 217 
personas fueron víctimas de este delito, pero también 
puede haber un subregistro (Ver tabla 2). ►
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Tabla 2.

Extorsiones en Santader entre 2010 y 2014

Año Extorsión

2010 33

2011 18

2012 68

2013 65

2014 33

Total 217

Fuente: Gaula de la Policía Santander		

El comandante del Gaula asegura que hay cuatro 
tipos de extorsión: la clásica, en la que el delincuente llama 
a la víctima asegurando que tiene un familiar retenido y 
que lo dejará libre sólo si paga; la de información íntima 
de personas, en la que el victimario a punta datos 
personas o información confidencial busca obtener una 
ganancia a cambio; la de devolución de documentos y 
bienes, cuando los delincuentes roban y llaman a sus 
víctimas para que les paguen por las pertenencias, y 
microextorsión, utilizada generalmente por bandas que 
cobran ‘cuotas de seguridad’ en algunos barrios. 

En Santander, el Gaula señala que durante los 
últimos cuatro años la modalidad más frecuente 
es la clásica, es decir, en la que los delincuentes 
amenazan a las familias asegurando que tienen 
secuestrado a un familiar o amigo. De los 217 casos 
de extorsiones, 146 fueron en esta modalidad. 
Los municipios más críticos son Bucaramanga, 
Floridablanca, Piedecuesta, Girón, Lebrija y Santos 
(Ver tabla 3).

Tabla 3.

Municipios con mayor número de extorsiones 
entre 2010 y 2014

Bucaramanga 155

Floridablanca 24

Piedecuesta 20

Girón 11

Lebrija 6

Los Santos 1

Total 217

Fuente: Gaula de la Policía de Santander

Foto dramatizada: Paola Andrea Cogollo.
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El desplazamiento en Santander

Historias que 
no contamos  
Aunque las cifras oficiales señalan que el desplazamiento disminuyó en 
Santander, este persiste. Plataforma narra las historias de personas que 
sufren este flagelo.

Desplazamiento

Por:
José Luis Avellaneda | jose.avellanada.2013@upb.edu.co 
Deisy Alejandra Ariza | deisy.ariza.2013@upb.edu.co 
Angélica Triana | angelica.triana.2013@upb.edu.co

“Estaba en la casa preparando comida cuando 
a las dos de la tarde tocaron a la puerta y 

unos hombres armados me obligaron a prepararles 
comida”, dice Gloria Vargas*, una mujer de 42 años 
que fue desplazada en 2005 por paramilitares que 
hacían presencia en Puerto Wilches, un municipio 
al noroccidente de Santander sobre la ribera del río 

Magdalena. Desde hace nueve años, Vargas vive en un 
asentamiento del área metropolitana de Bucaramanga.

Vargas hace parte de las 128 mil personas que 
desde 1985 a la fecha han sido expulsadas por el 
conflicto armado provenientes de los 87 municipios que 
conforman el departamento. Aunque el desplazamiento 
se ha reducido en la región durante los últimos tres años, 
según datos de la Unidad Nacional de Víctimas, todavía 
cada año por lo menos mil 500 personas siguen siendo 
desterradas de sus lugares de origen (ver tabla 1). ►

Según datos oficiales, 128 mil personas han sido desplazadas en Santander a causa del conflicto armado entre 1985 a la fecha. Foto dramatizada José Luis Avellaneda.
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Tabla 1.

Personas desplazadas en el departamento 
entre 1985 y marzo de 2014

Personas 
expulsadas

Personas 
recibidas

Personas 
declaradas

Antes de 1985 3.067 350 2

1985 625 442

1986 790 570

1987 1.067 718

1988 1.415 989

1989 1.142 931

1990 906 714

1991 1.039 822 3

1992 1.166 1.102

1993 1.213 1.072 14

1994 973 971

1995 1.662 1.826 94

1996 1.372 1.698 48

1997 1.968 2.587 888

1998 5.325 8.895 7.234

1999 3.664 5.604 3.699

2000 10.046 16.939 14.197

2001 17.712 26.260 22.122

2002 10.860 16.859 16.703

2003 6.368 9.727 7.790

2004 6.938 11.285 8.687

2005 8.343 13.266 10.868

2006 9.603 15.615 13.472

2007 11.345 19.125 18.871

2008 8.030 13.929 17.782

2009 3.955 6.804 9.834

2010 2.330 4.272 7.138

2011 1.888 3.527 7.203

2012 1.794 3.241 9.394

2013 1.591 2.898 13.729

2014 185 237 2.251

Sin información 36 150

Totales 128.418 193.425 192.023

Fuente: Unidad  Nacional de Víctimas			 

En Santander, el desplazamiento ha sido producto 
de la presencia de distintos actores armados ilegales. 
En la década de los 80, primero fue la guerrilla con 
el Ejército de Liberación Nacional (Eln), el Ejército 
de Liberación Popular (Epl) y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (Farc). A finales de los 90 
llegaron los paramilitares del Bloque Central Bolívar de 

las Autodefensas Unidas de Colombia (Auc), y durante 
la más reciente década lo han hecho las llamadas 
bandas criminales, que según las autoridades locales 
han hecho presencia con los nombres de ‘águilas 
negras’, ‘paisas’, ‘rastrojos’ y ‘urabeños’.

Patricia Ferreira*, por ejemplo, fue víctima de la 
guerrilla en 1998. Un día cuando estaba dándole tetero 
a su nieta recibió una llamada amenazante. “¿Usted 
es la mamá de esos ‘patiamarrados’? … tiene 72 
horas para que desocupe. Si no, dígale al señor de 
la funeraria que aliste dos cajones porque los va a 
necesitar”, le dijo una mujer que se identificó como 
jefe de la guerrilla en el municipio de Rionegro. Con la 
palabra ‘patiamarrados’ se referían a sus hijos quienes 
en ese momento estaban prestando el servicio militar 
en el Ejército. Por miedo, Ferreira no tuvo otra opción 
que empacar lo que pudo en una pequeña maleta y 
huir.

Las cifras de la Unidad de Víctimas dan cuenta 
de los períodos más críticos del desplazamiento en la 
región. En 1999, el número de personas expulsadas 
en el departamento fue de 3 mil 600, pero durante los 
siguientes dos años estos datos se multiplicaron: en 
2000 los santandereanos expulsados fueron 10 mil y 
en 2001 fueron 17 mil. Esta cifra coincide con la llegada 
y presencia de los paramilitares a la zona, según ha 
documentado la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía.

Gloria Vargas no olvida el horror de esa guerra. 
Cuando los paramilitares llegaron a su casa en Puerto 
Wilches amenazaron con agredir sexualmente a sus 
hijas. “Llorando les supliqué que no las tocaran”, 
recuerda. Pero eso no sucedió. Los paramilitares 
abusaron de sus dos niñas y de ella, quien resultó 
embarazada. Hoy recibe tratamiento psicológico y 
busca apoyo del gobierno para poder sostener a su 
familia y salir de su estado de pobreza.

Cuando la población suponía que el desplazamiento 
disminuiría con la desmovilización de las Auc, las 
cifras ponen en evidencia que después del ‘desarme’ 
del Bloque Central Bolívar en enero de 2006, el 
desplazamiento aumentó nuevamente de 9 mil en el 
2006 a 11 mil en el 2007. En el territorio además, hace 
aún presencia la guerrilla, principalmente Farc, que no 
ha llegado a un acuerdo de paz con el gobierno.

Pero el conflicto armado continúa en todo el país. 
La Unidad de Víctimas advierte que entre 1985 y marzo 
de 2014 a Santander han llegado 193 mil personas 
desplazadas provenientes de diferentes regiones del 
país. Es el caso de Ramiro Manrique*, un líder social 
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que salió despavorido de Montes de María, una región 
comprendida entre los departamentos de Sucre y 
Bolívar, después de que a finales de los años 90 fue 
amenazado de muerte.

Un futuro incierto
Aunque las instituciones oficiales aseguran que 

el desplazamiento es un flagelo que ha disminuido 
ostensiblemente en el departamento, la Personería 
de Bucaramanga asegura que a diario reciben 
declaraciones de víctimas provenientes de otros 
municipios y de otras regiones. Según los datos 
históricos del antiguo Registro Único de Población 
Desplazada, Rupd, los pueblos de donde provienen 
más víctimas son Barrancabermeja, Sabana de Torres, 
Puerto Wilches, San Vicente de Chucurí, Bucaramanga, 
Rionegro y Cimitarra (ver tabla 2).

Tabla 2.

Municipios con más personas desplazadas en Santander

Desde 1997 hasta agosto de 2010

Barrancabermeja 24.000

Sabana de Torres 4.700

Puerto Wilches 4.600

San Vicente de Chucurí 4.200

Bucaramanga 3.700

Rionegro 3.500

Cimitarra 3.200

Total 47.900

Fuente: Antiguo Registro Único de Población Desplazada, Rupd	

Desde enero de 2012, cuando en Colombia 
entró en vigencia la Ley 1448 o Ley de Víctimas, que 
promete reparar a las personas que sufrieron por el 
conflicto armado, en Santander 192 mil personas se 
han declarado como víctimas del desplazamiento ante 
la Unidad de Víctimas. Esta entidad ha destinado 34 mil 
millones de pesos en los últimos tres años para brindar 
atención humanitaria, es decir, todas las medidas de 
emergencia básicas como el suministro de alimentos, 
alojamiento y acceso a servicios de salud.

Pese a los apoyos que brinda el gobierno, las 
víctimas de desplazamiento aseguran que todavía 
no han podido progresar, pues todavía viven en 
asentamientos donde la pobreza es alta. Son los casos 
de Gloria Vargas, Patricia Ferreira y Ramiro Manrique. 
“Durante estos años recibí ayudas económicas. La 
primera fue de un millón de pesos para poder montar 
un negocio. Me compré un carro de perros y así me 
mantenía. Pero me dio un cáncer y ahora, por mi edad, 

es muy difícil seguir trabajando”, dice Ferreira, quien 
estando desplazada sufrió el asesinato de su hijo en 
Rionegro, señalado de ser un presunto informante de 
las fuerzas militares.

Vargas asegura que vive de la caridad de la 
gente. “Sobrevivo con trabajos manuales. Tengo una 
máquina con la que arreglo ropa”, dice. Y Ramiro 
explica que lidera una organización que lucha por los 
derechos humanos y la protección de desplazados, y 
que ha salido adelante con una tienda de barrio en el 
área metropolitana. 

El tema de desplazados parece ser un tema 
olvidado en la región. Pero los datos y sobre todo 
los testimonios de las víctimas dan cuenta que es 
un flagelo que afecta cada año a por lo menos mil 
santandereanos y del que todavía centenares de 
familias están tratando de salir. Según datos del 
gobierno, a mayo de 2013 por lo menos mil 400 
personas solicitaron la restitución de sus tierras 
porque tuvieron que abandonarlas o les fueron 
despojadas durante el conflicto. En cantidad, el 
desplazamiento causado por el conflicto en la región 
provocó el abandono de 79 mil hectáreas que hoy 
son reclamadas.  

*Nombres cambiados por seguridad de las víctimas

Gran parte de las víctimas del desplazamiento viven en asentamientos o 
barrios muy vulnerables expuestos a otra violencia, la intraurbana generada 

por la delincuencia. Foto dramatizada José Luis Avellaneda
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Testimonio 

El drama de las 
víctimas de minas 
antipersona
Aunque Santander no está en la lista de los departamentos más 
afectados por minas antipersona, decenas de víctimas viven en el 
departamento tratando de sobrellevar las huellas de la violencia que aún 
sigue azotando al país.

Minas antipersona

Eliberto Prada Ardila perdió la visión y sus manos tras pisar una mina en febrero de 1993 en el municipio de Barrancabermeja, Santander. Según datos de la Agencia Presidencial 
para la Acción Integral contra Minas Antipersonal, 1992 fue el año en que se registraron más accidentes por minas en el departamento con 63 casos. Foto: Milena Bernal
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Eliberto Prada Ardila trata de imaginarse los 
colores de la ropa que lleva la gente. “Tan 

bonita su camisa blanca”, dice este hombre de más 
de cincuenta años al que una mina antipersona le 
arrebató la visión y sus dos muñecas. Prada estaba en 
la finca de sus padres en Barrancabermeja, Santander, 
cuando el 2 de febrero de 1993 ocurrió la tragedia. Fue 
a las dos de la tarde y cuenta que desde entonces su 
vida le cambió para siempre.

Santander no es la región del país con más víctimas 
por la explosión de minas antipersona. Tampoco está 
entre los territorios más contaminados con este tipo de 
artefactos explosivos, que fueron dejados por actores 
armados ilegales para causar daño, pero el departamento 
sí ha registrado más de un centenar de víctimas. Según 
datos del Programa Presidencial para la Acción Integral 
contra Minas Antipersonal, entre 1990 y 2014 por lo 
menos 478 personas fueron víctimas de minas en 
Santander, la mayoría civiles como Prada (Ver tabla 1).

Tabla 1.

Víctimas de minas antipersonal en Santander 
entre 1990 y 2014

Víctima Femenino Masculino Total

Civiles 17 239 256

Fuerza Pública 0 139 139

Fallecidos 3 48 51

Menores de 
edad

9 23 32

Total 29 449 478

Fuente: Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal

Prada era un campesino que ese febrero de 1993 
caminaba en su finca cuando sucedió el accidente. 
Sólo siete días después despertó de un coma 
sintiendo que su cuerpo estaba incompleto. Desde 
ese momento comenzó un viacrucis que incluyó 
viajes a Bogotá para recibir cirugías reconstructivas, 
peticiones a distintas entidades para que le dieran 
unas prótesis, tutelas y cartas pidiendo que lo 
ayudaran. Las peticiones fueron en vano.

Pero a su tragedia se le sumaron otras dos. En 
Santander en los años 90 arreció el conflicto armado. 

En 1994, su hermano, un hombre con discapacidad 
auditiva, fue asesinado mientras trabajaba en la 
misma finca donde Prada pisó la mina. Años después 
asesinaron al padre y las amenazas en todo el puerto 
petrolero eran el común del día. Por miedo, su familia 
aceptó vender su único patrimonio: una finca de 70 
hectáreas. “La vendimos en siete millones de pesos. 
Nos tocó regalarla porque cada vez las amenazas eran 
más”, dice Prada.

Los datos de la Agencia Presidencial advierten 
que las zonas más minadas del departamento están 
concentradas en la zona del Magdalena Medio, 
precisamente la región donde ha habido más conflicto 
durante los últimos treinta años. Los municipios más 
afectados son Barrancabermeja, El Carmen, San 
Vicente de Chucurí, Sabana de Torres y Bucaramanga 
(Ver tabla 2).

Tabla 2.

Municipios con minas antipersonal en Santander 
entre los años 1990 y 2014

Municipio Minas

Barrancabermeja 62

El Carmen 33

San Vicente Chucurí 28

Sabana de Torres 29

Bucaramanga 13

Fuente: Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal

La supervivencia
Prada dice que llegó desplazado a la capital 

santandereana. Después de años de insistir en que 
necesitaba una prótesis, por sus propios medios logró 
comprar unas para los brazos. Pero no pudo adaptarse 
ellas, dado que tampoco recibió un proceso de terapia 
física y manejo de prótesis.

Quien le tendió la mano fue la Campaña Colombiana 
contra Minas que con sus donaciones apoya a la Granja 
de Víctimas, una fundación en el municipio de Girón que 
recibe a personas que fueron afectadas por la explosión 
de minas antipersona. En la actualidad, la fundación 
atiende a seis personas provenientes de diferentes 
regiones del país, la más reciente, un niño que perdió su 
pierna izquierda después de haber pisado una mina en 
la región del Catatumbo en Norte de Santander. Gran 
parte de las víctimas son desplazadas. ►
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En el mundo

Las minas antipersona son un 
problema mundial. Según datos de 

la Organización de Naciones Unidas, 
en el mundo hay ‘sembradas’ por 
lo menos 110 millones de estos 
artefactos en 64 países. Cada 

año, por lo menos 26 mil personas 
mueren o sufren heridas graves por 
la explosión de estos dispositivos 

que deja la guerra. 

La Agencia Presidencial señala que entre 1990 y 
enero de 2014, en Colombia se han registrado en todo 
el territorio 10 mil 773 víctimas de minas, de las cuales 

4 mil 152 son civiles y 6 mil 621 son integrantes de la 
fuerza pública. Del total de víctimas nacionales, 8 mil 
590 resultaron heridos y 2 mil 183 murieron después 
del accidente. 

Eliberto Prada Ardila fue rechazado muchas veces 
por su condición de discapacidad física. Movilizarse 
por la ciudad también le dejó otras huellas. Una 
volqueta y una motocicleta lo arrollaron en dos 
ocasiones mientras él pedía limosnas en las calles del 
centro de la capital santandereana para sobrevivir. 
Ahora elabora manillas con nailon y chaquiras, y 
correas. Aunque no tiene sus manos dice que con su 
boca es capaz de hacer este trabajo manual y tener 
así un ingreso económico para el día a día.

Pese a su tragedia, Prada siempre sonríe y todos 
los días en la fundación apoya a las víctimas que 
como él alguna vez salieron desplazadas de su hogar 
y ahora le hacen frente a una incapacidad generada 
por la explosión de una mina antipersona.

Gran parte de las víctimas de minas antipersona vienen desplazadas de distintas zonas rurales del departamento. Muchos añoran volver a su tierra pero las secuelas del 
conflicto, entre ellas la incapacidad física y el temor, les impiden retornar. Foto: Diego Caro
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